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Núm. de Reqistro: 32ss/92

ASUNTO: Recureo de amparo pro-

movido por "Funeraria Anoia,

s.A.  '

SOBBE: Contra Auto de la S

1o Contencioso-

Administrativo (Sección Cuarta)

del Tribunal Superior de Justi-

cia de Cataluña, aclaratori-o de

la Sent,encia dictada en el

recurso núm. L52/91 contra

Resolución del Tribunal

Económico Adninistrat,ivo

RegJ.onal de Cat,a1uña.

La Sala, ha examinado la pieza de suspensión
dimanante del recurso de amparo promovido por "Funeraria Anoia,
s.  A.

ANTECEDENTES

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 29 de
diciernbre de Lggz, ion r,uis suárez Migoyo, procurador de los
Tr ibtrnales y Je "Funerar ia Anoia,  S.A., , ,  interpone recurso de
em paro contra el ArrE,o de la Sala de lo Contencj_oso-
Administrativo (sección cuarta) del Tribunal superior de
Justicia de cataruña de 3 de diciembre de Lgg2, aclaratorio de
ra sentencia dict,ada el 18 de junio de L99z con ocasión del
recurso núm. 152/9Lt promovido contra ResoLución del Tribunal
Económico Administ,rativo Regional de Cataluña.

2. I¡os hechos en 1os que Ge fundament,a la demanda son,
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sucintamente expuestos, Ios que siguen:

a) La demandant,e de amparo interpuso recurso contencioeo
nt1m. L52/9L contra Resolución del Tribunal Económico Adminie-
trativo Regional de Cataluña desestimatoria de reclamaciones
contra Acuerdos de la Inepección de Hacienda de Barcelona en
concepto de irnpuesto de sociedades (ejercicio de 1983). Dicho
recurso fue resueLt,o por Sentencia de la Sección Cuarta de la
sala de ro cont,encioso del T.s..l. de cat,aluña de 18 de junio de
L992. EI fa l lo de la Sentencia disponfa:

ul .  Est imar  eI  recurso y  dec larar  Ia  nul idad de Ia  reso-

lución administrativa inpugnada por no harlarse ajustada a
Derecho.

2.  No imponer  costas" .

b) Por providencia de 24 de jul io de L992 ae acordó
devolución del avar presentado en su dfa por la demandante.

c) Mediant,e providencia de Z de septiernbre de LggZ se
declaró f irme Ia Sentencia de L8 de junio anterior.

d) Mediante Auto de 3 de diciembre de L992, Ia Sección
Cuarta de la Sala de lo Contencioso acordó aclarar la Sent,encia
de 18 de junio de L992 en er sentido de que au falro debfa
disponer :

" L . Desest,imar eI recurso por hallarse a justada a
Derecho la resolución administrativa impugnada.

2 ,  No imponer  cosLas" .

El Auto de aclaración vino motivado por una carta
remiüida a la sala por er rnsirecbor-Jefe de la Delegación de
Hacienda de Barcelona, cle fecha L3 de noviembre de Lgg2r €n la
que se ponfa de marif iesto que.La Sentencia habfa incurrido en
un error aI sostener que, la de,rda tribut,aria habfa prescrito
por el transcurso de cinco añosr yd que entre ras dos fechas
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tenidas en cuent,a por la
nio de L989) no mediaban

Sa la .  (25  de  j u l i o  de  1984  y  L4  de  j u -

c inco añoe.

3. Se interpone recurso
aclaratorio de 3 de dicienbre de
La declaración de firmeza de la
L992. Se sol ic i ta también, por
ejecución del Auto imfugnado.

de amparo contra el Auto

L992, intereeando su nulidad

Sentencia de L8 de junio

otrosÍr gü€ ae euspenda

A juicio de la demandante de amparor s€ ha incurrido
infracción del art. 24.L de Ia Const,it,ución, toda vez que en
Auto impugnado se ha procedido a modificar lo diepuesto en
Sentencia firme, sin dar siquiera audiencia a la parte y
ocasión de un i r regular "recurso de aclaración".

4. Admit,ida a trámite la demanda de amparo mediante pro-

videncia de la Sección Tercera de este Tribunal de 15 de marzo

de 1993r por providencia de la misma fecha se acordó formar

pieza separada para la t,rarnitación del incidente de suepensión

Yt de confornidad con e1 art. 56 LOTC, conceder un plazo común

de tree dfae a la part,e recurr"ente y at Minist,erio Fiscal para

que alegaran Io que estimasen oportuno sobre la suspensión

interesada.

5. La represenbación procesal de l-a demandante regiet,ró
su escr i to de alegaciones eI  26 de marzo de 1993. En é1 se
sostiene que 1a suspensión j-nteresada no puede comportar
perturbación grave de los intereses generales o de los derechos
fundament,ales y l ibert,ades púolicas de un tercero, puee a Ia
Hacienda Pública sólo Ie supondrfa quedar a la espera de que se
concrete la' posibil idad o irnposibil idad de recaudar una
cantidad gü€r a l-a vista de su mont,ante, le es -no aef para la
actora- prácticamente irrelevant,e, Después de señalar que Ia
e jecución del acto edminist,rat,ivo originario ha estado en

e l

una

con
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suspenso durant,e todo lo actuado en las vlas adrninistrativa
judicial, y recordando que siempre cabe el afianzamiento,
escrito de alegaciones concluye con la solicitud de que

acuerde la suspeneión interesada.

6.  El  Minister io Fiscal  registró su escr i to de alegacio-
nes el 26 de marzo de L993. Tras exponer Ia doctrina de eete
Tribunal en materia de suspensiones ex art. 56 LOTC, afirma el
Minist,erio Púbtico que "en e] present,e caso eI recurgo ge ha
interpuesto cont,ra un Auto, supuestamente aclaratorio de una
Sentencia, pero cuyo contenido va más allá, pueg cont,iene un
pronunciamiento contrarj-o al de aqué11a, y claramente
per judicial para eI recurrente, por 1o qtrue el Fiscal no Ére
opone a La suspensión sol ic i tada".

Ir, rurtDA!.lsrmos irlrRrDlcos

L. EI art,. 56',L LOTC permit,e aI Tribunal Constitucional
suspender la ejecución del acto o resolución por razón del cual
ae reclame el- anparo cuando la'ejecución hubiera de ocasionar
un perjuicio que harfa perder al amparo su finaridad, a menos
que de la euspensión se siga perturbación grave de los
int,ereses generales o de 1os derechos fundament,ares o
libert,ades prlblicas de un t,ercero,

Tratándose de resolucionea judiciales, el criterio
general es er de la no euspensión, habida cuenta del interés
general que ae desprende de su ejecución (ATc Lzs/Lgag, entre
otros rnuchos). criterio general gü€r por Lo demáe, y según ae
ha dicho, ofrece como excepción eL supuesto en que Ia ejecución
de la resolución impugnada haga perder al amparo su finaridad o
cauc¡e daños o perjuicios de imposible o diffci l reparación.

v
eI
g e
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2. En el presente caso, fa demanda de amparo se dirige
cont,ra una reaolución judicial f irme de Ia que se deriva la im-
poeición a la recurrente de la obligación de eatisfacer una de-
terminada cantidad dineraria, siendo asf de aplicación, en
principio, Ia doct,rina general de 1a improcedencia de la aus-
pensión, toda vez que frente al interés general que se despren-
de de la ejecución de la resoLución impugnada no ha opuesto la
demandada razonea atendibles que acrediten que con ella ha de
causársele un perjuicio irreperable o de diffci l reparación, ni
cabe t,ampoco aceptar que 1a ejecución puede hacer perder al am-
paro, caso de estimarse finalment,e la demanda, su finalidad.

En efecto; La suspensión interesada no puede fundamen-
tarse -como pretende la recurrente- en la supuesta irrelevancia
para la Hacienda Prlblica de la cantidad a cuyo pago ha venido
condenada Ia actora, pues en este tránite sólo pueden ser
etendibles pretensiones suspensivas basadas, precisamenter én
las consecuencias que puedan derivarse del pago para quien
interesa la suspensión, no para quien resulte beneficiario -en

virtud de resolución judiciar- de ra obtigación cuya ejecución
pretende paralizarse. Asf las cosas, y habida cuenta de que la
demandant,e no acrediüa que de la ejecución hayan de derivarse
consecuencias gravement,e perjudiciales para su patrimonio, ea
inevitable que f rente a un int,erés part,icular no acreditádo
prevalezca el- interés general en 1a ejecución de una resolución
judic ia l  f i rme.

Tampoco puede acept,aree el argumento de que el acto
aüninistrat,ivo originario ha estado en suspenso desde sug
inicioe, pues 1o gue ahora se pretende no eE el mant,enimiento,
sin más, de La susp:nsión de una reeolución adrniniet,raLiva,
sino, just,amente, Ia suspensión de Ia resolución judicial gue
la confirma por ajust,ada a Derecho.

Finalxrente; tampoco 1os argumenbos deducidos por el Mi-
nist ,er io Fiscal  pueden just i f icar la concesión de Ia
suspensión, pues er hecho de que se recurra en amparo contra
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una reaolución judicial de la qüe se deeprenden perjuicios para

quien recurre ante este TribunaL no puede fundamentar, por sf

solo,  gü€ se paral ice el-  despl iegue de sus efectos.  EI  cr i ter io

a seguir no puede ser el de1 perjuicio originado por Ia

resolución impugnada, sino el del que se derive de eu ejecución

anticipada a la resol-ución de1 recurso mediante Sentencia, pueg

es precisamente la eficacia de ésta -caso de eer estimatoria-

la que en último término pretende salvaguardarse con el

instit,uto de 1a suspensión. Aceptar los argumentoe del

Mlnist,erio prlblico -cont,radictorios, por demás, con Ia doctrina
jurisprudencial que reproduce en au propio eecrito de

alegacionea- Jlevarfa a concluir gü€¡ por principio, Ia

admisión a trámit,e de una demanda de amparo implica la
suspensión automát,ica de la resolución recurrida, pues ésta,
por definición, siempre es perjudicial para quien recurre.

Por Lo expuesto, la Sala acuerda denegar la suspensión

interesada.

Madrid, diecinueve

noventa y t,res.

abril

0 04-á5156

mi1 novecientos


